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María Nubia Villegas Heredia
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1º de febrero de 2019
TEMAS:
CONFLICTO DE COMPETENCIA / EXTINCIÓN DE OBLIGACIÓN CON GARANTÍA REAL / PREVALECE LA ACCIÓN PERSONAL QUE HACE VALER EL DEUDOR DEMANDANTE PARA RADICAR LA COMPETENCIA CON BASE EN EL FUERO GENERAL – DOMICILIO DEL DEMANDADO / NO APLICA EL FUERO REAL DERIVADO DE LA HIPOTECA PORQUE EN ESTOS CASOS NO SE ESTÁ HACIENDO VALER LA MISMA.
Se trata de establecer quién debe conocer en este caso de una demanda verbal de extinción de una obligación promovida en esta ciudad, pero que la Jueza Primera Civil Municipal, a quien correspondió por reparto inicialmente el asunto, considera que es del resorte de los Juzgados Civiles Municipales de Dosquebradas, en aplicación del numeral 7º del artículo 28 del CGP. Por su parte, la Jueza Tercera Civil Municipal de Dosquebradas tampoco asumió la competencia en razón a que el proceso nada tiene que ver con derechos reales, por lo que se debe aplicar la regla general, que en este caso es el numeral 1º del citado artículo 28. 

Para definir la cuestión, considera pertinente la Sala precisar lo que se solicita con la demanda, que no es otra cosa diferente a que se declare la extinción de una obligación, como pretensión principal, y como subsidiaria, la prescripción de la acción ejecutiva, sobre eso gira el proceso objeto de conflicto, tal como se puede apreciar en el acápite de las pretensiones de la demanda. (…)

Es pertinente aclarar que aunque existen posiciones encontradas en la Corte Suprema de Justicia respecto a este tema puntual, en el sentido de que, por un lado, algunas decisiones deciden seguir el fuero real, y, por el otro, indican que debe ser el fuero general, esta Sala acoge los planteamientos señalados en varias providencias en este último sentido, pues, en realidad, cuando la demanda la impetra el deudor solicitando, como en el presente asunto, la extinción de la obligación, no involucra derechos reales, si bien en ningún caso está haciendo valer la garantía hipotecaria, que no es suya, sino del acreedor, se insiste.
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Expediente: 66001-31-10-003-2016-00402-01

  



Decide la Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Primero Civil Municipal de Pereira y Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, para conocer del proceso verbal de extinción de obligación, iniciada por María Nubia Villegas Heredia contra Germán Darío Tirado y Blanca Cecilia Ortiz Rendón.
  
ANTECEDENTES
  
  



Demandó en proceso declarativo María Nubia Villegas Heredia a Germán Darío Tirado y Blanca Cecilia Ortiz Rendón, con el fin de “obtener mediante sentencia la extinción de los créditos hipotecarios que constan en las escrituras públicas Nos. 3979 del 27-09-2002; 2055 del 09-05-2003 y 4353 del 18-07-2008”, todas de la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira, por pago total de la obligación. 
  



El libelo fue presentado ante la Oficina de Reparto y le correspondió al Juzgado Primero Civil Municipal de esta localidad, pero allí se rechazó de plano y se remitió “… a la Oficina de Apoyo Judicial de Dosquebradas (Risaralda), para que sea repartido entre los Juzgados Civiles Municipales de dicha ciudad”, por ser asunto de su competencia, en cuanto a su fuero territorial, ya que, con base en el numeral 7 del artículo 28 del CGP “… y teniendo en cuenta que se pretende la prescripción de la hipoteca y sus respectivas ampliaciones que recaen sobre un bien inmueble ubicado en el municipio de Dosquebradas, identificado con folio de matrícula No. 294-30149 será competente de modo privativo el juez del lugar donde se encuentra ubicado el bien.” (fl. 39 vto.), en este caso Dosquebradas.
Una vez radicada la demanda en el Juzgado Tercero Civil Municipal, la titular resolvió generar el conflicto de competencia, teniendo presente que en la demanda se pide principalmente la extinción de una obligación por pago total y, como consecuencia de ello, que se disponga la cancelación de las garantías hipotecarias, “…por lo que por tratarse de un asunto de esta índole no le es aplicable el numeral 7 del artículo 28 del Estatuto Procesal, como erradamente lo indica el juzgado remitente, sino la cláusula general de competencia, dispuesta en el numeral 1º del multicitado artículo …” (fl. 44) y como uno de los demandados vive en Pereira y fue el domicilio escogido por la parte demandante, es allí donde se debe radicar la demanda y conocer de ella. 

En consecuencia, remitió la actuación a esta sede para que se dilucide lo concerniente.

 CONSIDERACIONES

1. Es competente esta Sala del Tribunal para desatar el conflicto puesto a su consideración atendiendo lo reglado por el artículo 139
 del Código General del Proceso. 
2. Se trata de establecer quién debe conocer en este caso de una demanda verbal de extinción de una obligación promovida en esta ciudad, pero que la Jueza Primera Civil Municipal, a quien correspondió por reparto inicialmente el asunto, considera que es del resorte de los Juzgados Civiles Municipales de Dosquebradas, en aplicación del numeral 7º del artículo 28 del CGP. Por su parte, la Jueza Tercera Civil Municipal de Dosquebradas tampoco asumió la competencia en razón a que el proceso nada tiene que ver con derechos reales, por lo que se debe aplicar la regla general, que en este caso es el numeral 1º del citado artículo 28. 
3. Para definir la cuestión, considera pertinente la Sala precisar lo que se solicita con la demanda, que no es otra cosa diferente a que se declare la extinción de una obligación, como pretensión principal, y como subsidiaria, la prescripción de la acción ejecutiva, sobre eso gira el proceso objeto de conflicto, tal como se puede apreciar en el acápite de las pretensiones de la demanda. 
Y así se observa en el mismo poder, cuando expresamente se otorga con el fin de “…obtener la extinción de las obligaciones hipotecarias por pago de las acreencias, como pretensión principal, y como pretensión subsidiaria, la prescripción extintiva de la acción ejecutiva de las obligaciones aquí señaladas en dichos actos escriturales”.
Lo que se traduce, en criterio de esta Sala, en que de lo que se trata es de liberar una obligación personal y, como consecuencia de ello, la hipoteca que recae sobre un inmueble, que se constituye a favor de un acreedor, quien será el titular del derecho real. El debate, entonces, no es de carácter real, sino personal. 
4. Y así es, porque debemos tener presente que quien ejerce la acción en el presente asunto no es el acreedor, es el deudor, por lo que resulta diferente el modo de interpretar la demanda en lo que tiene que ver con su competencia territorial.
En efecto: se trata de dos situaciones totalmente disímiles; una, cuando el acreedor en un negocio jurídico con garantía real reclama el incumplimiento de la obligación y persigue el bien para hacer efectiva la garantía (art. 468 CGP), evento en el cual, tal como lo señala la doctrina que cita el primero de los Juzgados, la competencia encaja en el numeral 7º del artículo 28 del estatuto procesal, que señala una competencia privativa por el lugar donde se encuentran ubicado el inmueble. 

La otra, cuando es el deudor quien impetra la demanda con el fin de dar por extinguida la obligación personal y, como consecuencia de ello, la real constituida sobre el bien; pues en estos casos la acción es personal, no real, por lo que la regla que rige es la del numeral 1º del artículo 28 del CGP, que indica:
En los procesos contenciosos, salvo disposición legal en contrario, es competente el juez del domicilio del demandado. Si son varios los demandados o el demandado tiene varios domicilios, el de cualquiera de ellos a elección del demandante. Cuando el demandado carezca de domicilio en el país, será competente el juez de su residencia. Cuando tampoco tenga residencia en el país o esta se desconozca, será competente el juez del domicilio o de la residencia del demandante.”

Así que el aquí demandante puede escoger, para presentar el libelo, entre el lugar del domicilio del demandado o, en caso de que no exista, en el del demandante; en uno u otro. Y como en este caso, precisamente se escogió la ciudad de Pereira donde se encuentra domiciliada la demandante, pues contra los demandados se solicitó su emplazamiento por cuanto se desconoce su paradero, es allí donde se debe proceder a tramitar el proceso, aplicando el fuero general o personal, aun cuando en el cuerpo de la demanda se dijera que la competencia se daba por el domicilio de los demandados. 
5. Es pertinente aclarar que aunque existen posiciones encontradas en la Corte Suprema de Justicia respecto a este tema puntual, en el sentido de que, por un lado, algunas decisiones deciden seguir el fuero real
, y, por el otro, indican que debe ser el fuero general, esta Sala acoge los planteamientos señalados en varias providencias en este último sentido, pues, en realidad, cuando la demanda la impetra el deudor solicitando, como en el presente asunto, la extinción de la obligación, no involucra derechos reales, si bien en ningún caso está haciendo valer la garantía hipotecaria, que no es suya, sino del acreedor, se insiste. 
Precisamente, se trae a colación doctrina de la Corte Suprema de Justicia, que se halla más acorde con lo que se debate y viene vigente desde el anterior estatuto procesal: 
 “2.
La regla general, ha sostenido la Corte de tiempo atrás, para determinar la competencia por el factor territorial es la consagrada en el numeral 1° del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil, esto es, la que señala que corresponde al juez del “domicilio del demandado”, fuero que, también se ha insistido, no excluye la aplicación de otros criterios que determinan la competencia territorial.

En efecto, el numeral 9° del citado artículo 23 establece que cuando se ejercitan derechos reales, serán competentes, a elección del demandante, el del domicilio del demandado (norma general) y “el juez del lugar donde se hallen ubicados los bienes”.

3.
En el caso que motiva el conflicto que se dirime, sin embargo, no se aprecia la existencia del fuero concurrente invocado por el Juzgador de Bogotá, comoquiera que la pretensión de cancelación de un gravamen hipotecario no puede ser entendida como el ejercicio de un derecho real que haga viable la aplicación del criterio previsto en el citado numeral 9º del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil, básicamente por dos razones: primero, porque quien ejercita un derecho real es el titular del mismo, que para el presente asunto sólo podría serlo el acreedor hipotecario; y segundo, porque la pretensión de cancelación del gravamen no es en sí el ejercicio de las prerrogativas que tal derecho real confiere, sino, por el contrario, el derecho de quien particularmente lo soporta –el propietario-, para que el juez formalice la extinción de la citada garantía inmobiliaria.
En un caso de contornos similares, en el que se ventilaba la pretensión de cancelación del gravamen hipotecario por prescripción extintiva de la obligación garantizada, la Corte señaló que “una temática de esa estirpe no puede encuadrarse dentro de los supuestos que atañen con acciones enderezadas a ejercitar ‘derechos reales’, merced a que lo que las indicadas actoras han ‘pretendido no es aprovecharse del poder jurídico total o parcial sobre una cosa’ (auto 059 de 7 de marzo de 2006), sino, se repite, demandar, por cuenta de la alegada prescripción extintiva, la cancelación de un gravamen hipotecario, cuestión que impide equiparar esa clase de debates con los que ciertamente califican como tales, pues importa recordar que ‘... los derechos reales originan acciones reales y éstas comportan su ejercicio, por lo cual, cuando se ejercite una acción establecida en la ley como real necesariamente se ejercita el derecho real’. (Auto 037 de 12 de marzo de 2008)
“Siendo, por tanto, pacífico que la demanda presentada no plantea discusión alguna en el terreno del ejercicio de un derecho real, ni principal, ni accesorio, es inviable sostener que del señalado trámite pueda conocer el Juez del lugar donde están ubicados los bienes respecto de los cuales se pretende obtener la anotada cancelación del gravamen otrora constituido, por considerar que así lo impone el citado artículo 23 del estatuto procesal civil, en la regla 9, puesto que ya la Corte advirtió que en ‘tal hipótesis normativa no es posible hacer encajar una solicitud de cancelación de hipoteca como la que implica la demanda cuyo conocimiento se discute’ (auto 018 de 3 de febrero de 1998).

“Si por virtud de lo dicho no existe posibilidad de predicar la presencia de un fuero concurrente por elección, habida cuenta que tal clase de debate está por fuera del ejercicio de las acciones reales, es necesario concluir que, por cuenta del foro general, de la apuntada demanda deberá conocer el Juez que corresponde al domicilio de la parte demandada” (auto de 20 de abril de 2009, Exp. 2008-02058-00).

En consecuencia, el fuero que se debe seguir para el presente asunto es el general que asigna la competencia al juez del domicilio del demandado.”

Posición ratificada en vigencia del actual Código General del Proceso:

2. El numeral 1° del artículo 28 del Código General del Proceso consagra como regla general de competencia el domicilio del demandado, con la precisión de que si éste tiene varios domicilios, o son varios los demandados, puede accionarse ante el juez de cualquiera de ellos, a elección del demandante; además de otras pautas para casos en que el demandado no tiene domicilio o residencia en el país. A su vez, el numeral 7° dispone que «[e]n los procesos originados en un negocio jurídico o que involucren títulos ejecutivos es también competente el juez del lugar de cumplimiento de cualquiera de las obligaciones».

Por tanto, para las demandas derivadas de un negocio jurídico o de títulos-ejecutivos, en el factor territorial hay fueros concurrentes, pues al general basado en el domicilio del demandado (forum domiciliium reus), se suma la potestad del actor de tramitar el proceso ante el juez del lugar de cumplimiento de las obligaciones (forum contractui). Por eso ha doctrinado la Sala que el demandante con fundamento en actos jurídicos de «alcance bilateral o en un título ejecutivo tiene la opción de accionar, ad libitum, en uno u otro lugar, o sea, en el domicilio de la contraparte o donde el pacto objeto de discusión o título de ejecución debía cumplirse; pero, insístese, ello queda, en principio, a la determinación expresa de su promotor» (AC4412, 13 jul. 2016, rad. 2016-01858-00).
3. Desde esa óptica, carece de razón el juez de Bogotá para rehusar la competencia en el asunto que ahora ocupa la atención de la Corte, por cuanto la promotora eligió el fuero general para la interposición de su demanda, tal y como se logra dilucidar del libelo introductorio, estipulación que, sin duda alguna, otorga competencia al funcionario en mención, por ser el lugar de su domicilio, a términos del comentado numeral 1° del artículo 28 del Código General del Proceso.

Ahora bien, no a (sic) menester abordar el tema del fuero real reclamado con la ubicación de bienes, que expuso el funcionario citado, al igual que el de Santa Rosa de Viterbo, por cuanto en este caso concreto la pretensión demandada es la prescripción extintiva de las obligaciones derivadas de un contrato de mutuo y de la garantía hipotecaria correspondiente, pedimentos que no son propios del ejercicio de un derecho real.

Y en el mismo sentido, la misma Corporación señaló en reciente providencia que:
Prima facie se destaca que la declaración de extinción del gravamen hipotecario ante la declaración judicial de la prescripción liberatoria de la obligación amparada con la hipoteca, no supone el ejercicio de un derecho real y en consecuencia, la obligatoria aplicación del fuero privativo. 

Lo expuesto, se entiende medularmente porque, por un lado, quien ejercita un derecho real es el titular del mismo, y para el caso en cuestión sólo podría serlo el acreedor hipotecario; y, por otro, debido a que la pretensión de prescripción del gravamen no es en sí el ejercicio de las prerrogativas que tal derecho real confiere, sino, por el contrario, el derecho personal del deudor de la obligación respaldada con la hipoteca (el propietario), para que el juez formalice la extinción de la citada garantía inmobiliaria (AC1404-2018, abr. 12 de 2018, Rad. 2018-00553-00).”

Por tanto, se dispondrá la remisión del expediente al Juzgado Primero Civil Municipal de esta ciudad, para que proceda a darle el curso normal a la actuación.

DECISIÓN
  
   



En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA que el conocimiento de la demanda verbal de extinción de obligación, instaurada por María Nubia Villegas Heredia contra Germán Darío Tirado y Blanca Cecilia Ortiz Rendón, le corresponde al Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira. 
  



Remítase a ese despacho el expediente. 

   



De esta decisión, infórmese al Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas.

 
Notifíquese.
 
El Magistrado,
 

 JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� “Siempre que el juez declare su incompetencia para conocer de un proceso ordenará remitirlo al que estime competente. Cuando el juez que reciba el expediente se declare a su vez incompetente solicitará que el conflicto se decida por el funcionario judicial que sea superior funcional común a ambos, al que enviará la actuación. Estas decisiones no admiten recurso.”


� En este sentido se ha expresado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en autos AC-8116 de 28 de noviembre de 2016, Radicación #11001-02-03-000-2016-03291-00; AC de 15 de marzo de 2017, Radicación #11001-02-03-000-2017-00394-00; AC-1751 de 21 de marzo de 2017, Radicación #11001-02-03-000-2017-00659-00; AC5836-2017 de 6 de septiembre de 2017, Radicación No. 11001-02-03-000-2017-02277-00, entre otros.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Providencia del 20 de junio de 2013. Ref: 11001-0203-000-2013-00131-00. M. Arturo Solarte Rodríguez.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sala de Casación Civil. Providencia No. AC7923-2016 del 21 de noviembre de 2016. Radicación No. 11001-02-03-000-2016-03006-00. M Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. 


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Número de proceso: 11001-02-03-000-2018-03253-00. No. de providencia. AC5522-2018. M. Margarita Cabello Blanco. Ver también providencia No. AC5381-2018. No. de proceso: 11001-02-03-000-2018-02912-00. M. Margarita Cabello Blanco. 
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